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Prólogo


Este libro sobre pedagogía para la paz es un instrumento para el trabajo comunitario en el escenario urbano, en el contexto actual colombiano. Aquí se resalta la importancia de reconocer que el posacuerdo involucra a todos los colombianos y no solo a una minoría. En este proceso requerimos conocer y reconocer procesos de otras latitudes, ya que permiten tener una mirada amplia y de múltiples voces y actores de diversa índole. Así se logra una lectura de la realidad que nos hace soñar sobre diferentes opciones de territorios urbanos posibles, en aras de restablecer relaciones rotas por causa de la violencia histórica. La invitación es a seguir avanzando para tejer y reconstruir un relato que no solo no olvide sino que genere otras narrativas, desde la transición y la diferencia.


Los autores aquí reunidos contribuyen a pensar en otros caminos para generar nuevas prácticas en la ciudad, a repensar otras más para la construcción del tejido social y cooperar desde las pedagogías para la paz, lo cual implica reconocer nuevas ciudadanías que reconfiguren las apuestas de la paz imperfecta. El libro está organizado en seis capítulos que dan cuenta de la sistematización de experiencias nacionales e internacionales, inscritas dentro de la categoría urbana y comunitaria, y que tienen en cuenta los diferentes desafíos de la Cátedra de la Paz y las pedagogías que requieren una sensibilidad vital, en cuanto recoge posturas teóricas, pero también la voz de actores que han trabajado por el sueño de construir un territorio en paz.


En el primer capítulo se presenta la sistematización de algunas experiencias internacionales en políticas y programas para la educación en escenarios de conflicto y posconflicto. Incluye, además, recomendaciones para que el caso colombiano evite la “fórmula del fracaso”.


El segundo capítulo presenta los desafíos que enfrenta Colombia en el contexto del posacuerdo con una de las guerrillas más antiguas de América Latina.


En el tercer capítulo se encuentran las experiencias urbanas de pedagogía para la paz en Colombia. En el cuarto capítulo se identifican algunas herramientas pedagógicas para la formación de servidores públicos como estrategia de construcción de paz.


En el capítulo quinto, el lector descubrirá los desafíos de la educación comunitaria, por medio de una retrospectiva en Iberoamérica. Por último, en el sexto capítulo se presenta una aproximación teórica y pragmática a las Cátedras de Paz.


Este texto también brinda opciones para planear y plantear alternativas para la Cátedra de la Paz, no desde el lenguaje académico sino desde un lenguaje cotidiano, y reconociendo que la realidad es cambiante y flexible, lo cual supone el reto de superar largas discusiones teóricas y epistemológicas, y acercarse a nuevos saberes. Este libro está cargado de experiencias de resolución de conflictos desde lo comunitario, y se abre como una ventana de oportunidades para que diferentes actores construyan formas de entender, juzgar y reparar en la era del posacuerdo y superar lenguajes violentos en la sociedad colombiana.


Doris Herrera Monsalve





Experiencias internacionales en políticas y programas para la educación en escenarios de conflicto y posconflicto: recomendaciones para evitar la “fórmula del fracaso” en Colombia


LUIS ALFREDO RODRÍGUEZ VALERO*


Introducción


La mayoría de los acuerdos de paz incluyen en sus cláusulas solicitudes específicas frente al cumplimiento o la reforma de las políticas educativas, las cuales se señalan como una de las causas o factores del conflicto. En el caso del acuerdo de paz entre las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (Farc-EP, hoy Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común) y el Gobierno colombiano se incluyen compromisos, de manera transversal y en diversos apartados, relacionados con el tema educativo. No obstante su visibilidad, es importante preguntarse: ¿cuáles son las debilidades y fortalezas de los compromisos en materia educativa de los acuerdos de paz en Colombia a la luz de la experiencia internacional?


Teniendo en cuenta esta pregunta, este texto describe y analiza experiencias internacionales de políticas públicas y programas educativos, en escenarios de conflicto y posconflicto en los que participaron instituciones estatales. La metodología empleada consiste en un estudio cualitativo con un enfoque descriptivo de varios casos documentados por académicos y expertos en política pública, a partir de los cuales se hacen evidentes buenas y malas prácticas.


El capítulo se divide en varios apartados. En el primero se aborda la educación como problema público que debe ser atendido mediante la puesta en marcha de las políticas. Además, se abordan los conceptos de educación para la paz y de educación para la paz sostenible.


Posteriormente se describen y analizan estudios de casos de políticas y programas de educación en contextos de conflicto o posconflicto en Centroamérica (El Salvador, Guatemala y Nicaragua), Irlanda del Norte, Sudáfrica y Filipinas. La selección de estos casos se debe a que se trata de experiencias documentadas por académicos o encargados de formular políticas (policy makers) y en las cuales se observa una participación de la institucionalidad estatal.


En el tercer apartado se analizan y critican los compromisos en materia de educación y pedagogía suscritos en el acuerdo de paz. Y, finalmente, se estudian las amenazas y oportunidades en el cumplimiento de los compromisos a corto plazo, en el periodo de gobierno del presidente Iván Duque (2018-2022).


Planteamiento del problema


Múltiples problemas envuelven la prestación de los servicios educativos en Colombia, en sus diversos niveles. Con frecuencia los medios de comunicación reportan problemas en la contratación y calidad de los docentes, los servicios de alimentación, el transporte de los estudiantes, la falta de seguridad en los planteles debido a la violencia y el uso de sustancias ilícitas, entre otros. Ante este complejo panorama, los distintos actores sociales involucrados, por ejemplo, la comunidad docente, la comunidad de padres, los directivos de las instituciones educativas, las agremiaciones, el Gobierno, las ONG (organizaciones no gubernamentales), presentan demandas y propuestas para resolver dichos problemas, buscando que sean atendidos mediante la creación o ajuste de políticas públicas o programas educativos.


Lo anterior, en términos generales, describe la situación de la educación en ciudades grandes, intermedias y cabeceras urbanas de los municipios pequeños del país, en las cuales, aunque con diversas dificultades, existe una activa participación ciudadana para buscar soluciones a dichos problemas. En el resto del país, en lo que se conoce como la “Colombia profunda y rural”, aunque no tiene algunos de estos problemas, la mayoría de ellos sí se encuentran de manera más acentuada (por ejemplo, el transporte, la alimentación, la salud), además de tener otros adicionales, como la ausencia de infraestructura o de cuerpo docente y su alta rotación, o la inexistencia de oferta, sobre todo a nivel de la educación superior.


Para empeorar la situación de la educación en la Colombia profunda y rural, el conflicto armado generó y continúa generando dinámicas que amenazan y desafían la prestación de los servicios educativos allí. Esto se hace evidente no solo en la falta de seguridad de las personas y de infraestructura y en el desplazamiento, sino en la generación de toda una cultura de víctimas y victimarios que no valoran la educación como un elemento esencial para la vida y el desarrollo personal.


Debido a todos estos desafíos, la educación y la pedagogía para la paz se incluyeron de manera transversal en los acuerdos de paz realizados entre las Farc-EP y el Gobierno colombiano. Dichos acuerdos se incorporaron a la Constitución Política de Colombia y por tanto se convirtieron en normas, valores y principios que son de obligatorio cumplimiento por parte de la totalidad de la institucionalidad del Estado colombiano, desde los legisladores y los jueces, hasta la rama ejecutiva en sus diversos niveles.


Ahora bien, a pesar de las buenas intenciones de incluir el ámbito educativo en el catálogo de compromisos como parte de la búsqueda de la paz, un análisis de la política pública permite observar, de entrada, diversas amenazas y desafíos que complejizan y dificultan el diseño de una nueva política y programas educativos, o la reforma de las que ya están en marcha. No obstante, también se observa la inclusión de algunas de las buenas prácticas que han sido documentadas a nivel internacional sobre el tema.


Por lo anterior, en los siguientes apartados se busca responder a la pregunta: ¿cuáles son las debilidades y fortalezas de los compromisos en materia educativa de los acuerdos de paz en Colombia a la luz de la experiencia internacional? Y es que es una realidad que, a pesar de las particularidades de cada caso, las experiencias internacionales o comparadas constituyen una fuente de información indispensable para la buena toma de decisiones y para un correcto proceso de diseño o reforma de políticas públicas y programas.


Para cumplir con esta tarea se revisan diversas fuentes que han abordado la educación en escenarios de conflicto y posconflicto, tanto desde la literatura académica, como en los informes de los policy makers y los evaluadores de políticas. Acá solo se toman algunas experiencias en políticas y programas de política educativa, en las cuales las instituciones estatales han formado parte como actores del proceso.


De las políticas públicas y de las políticas educativas: el nuevo componente de la educación para la paz y la educación para la paz sostenible


Las políticas públicas y los programas que surgen de estas son el resultado de todo un proceso de estudio y diagnóstico de información, de acuerdos sociales y políticos, y claro está, de supuestos sobre la toma de decisiones por parte de los actores, basados en su mayoría en modelos básicos que buscan capturar la complejidad del ámbito social. Dependiendo de los autores, el proceso de construcción de una política pública puede abarcar varias etapas, no obstante, con miras a simplificar el abordaje teórico, se tomarán como principal referente los ocho pasos de las políticas públicas de Eugene Bardach (1998, p. 14), a saber:


•Definición del problema.


•Obtención de información.


•Construcción de alternativas.


•Selección de criterios.


•Proyección de resultados.


•Confrontación de costos.


•“Decida”.


•Cuente su historia.


Cada uno de los pasos es un prerrequisito para el siguiente y existe una relación lógica entre ellos que define el posible éxito o fracaso del diseño y de la ejecución o intervención de una política.


El primero de los pasos, la definición del problema, implica el hecho de que un problema social es de carácter público y puede ser contemplado como objetivo de la intervención por parte de una política pública, siempre y cuando conduzca a generar soluciones a las fallas del mercado (preferencias temporales inconsistentes, asimetrías de la información, mercados no competitivos, problemas del agente principal, externalidades o bienes públicos) o a problemas de equidad (excluir de bienes públicos a amplios sectores de la población, ya sea por exclusión económica, étnica o religiosa).


Al someter a la prueba de la definición del problema, la educación cumple con ambas condiciones, toda vez que cuenta con características propias de un bien público, como no ser excluyente, y las externalidades positivas que genera para la sociedad (Fernández-Alfaro y Fernández-López, 2010). A su vez, también comprende problemas de equidad, dado que enormes segmentos de la población quedan excluidos de la educación en sus diversos niveles, aun de la básica, en especial en las zonas rurales y de conflicto.


Ahora bien, dadas las condiciones particulares del conflicto, las políticas públicas educativas en estos escenarios han introducido nuevos conceptos y requerimientos para la formulación del problema. Así, por ejemplo, Manojlovic (2018) diferencia entre la educación para la paz y la educación para la paz sostenible:




Mientras que la educación para la paz se enfoca en enseñar a los estudiantes conceptos como derechos humanos, libertad y protección del medio ambiente, así como habilidades para el manejo de conflictos, la educación para la paz sostenible tiene un significado mucho más amplio. Esta sugiere una estrategia de educación integral para introducir cambios positivos y contribuir a la paz sostenible en diferentes contextos2. (p. 10)





En este concepto de educación para la paz sostenible, la idea de la resiliencia se convierte en una característica y elemento fundamental. Frente a este tema Manojlovic señala:




Los diversos hilos de las reglas de disciplinas separadas, sectores y actores se entretejerán en un marco común de resiliencia comunitaria. El concepto de resiliencia tiene múltiples significados en el contexto de la paz sostenible y en la transformación de los conflictos. A menudo se refiere a la prevención de conflictos locales y a las comunidades que preservan la paz a pesar de la alta probabilidad de conflictos internos y externos. Las comunidades resilientes pueden prevenir y manejar la escalada de conflictos de manera pacífica, a pesar del hecho de que puedan estar rodeadas de violencia. Los programas y actividades educativos son particularmente importantes para la resiliencia en la transformación de patrones de comportamientos negativos y contenciosos en unos más pacíficos (Unesco, 2015; Davies, 2011). Cambiar los patrones de comportamiento, las percepciones y las actitudes que contribuyen al conflicto suelen ser claves; los mecanismos para lograr este cambio pueden ir desde demandas de reforma y desarrollo de capacidades hasta el diálogo y la gestión de conflictos de forma pacífica. El concepto de resiliencia implica que la transformación de conflictos es un proceso que depende del tipo de interacciones y de la calidad de las redes que alimentan ciertas dinámicas dentro de las comunidades3. (p. 10)





Como se puede observar, el objetivo va más allá de asumir la educación como un simple bien público que debe proveer el Estado, se dirige a asumir un nuevo concepto que involucra múltiples actores y tiene como fines la resistencia de la comunidad a la repetición del conflicto y la violencia. En el caso colombiano, el estudio de acción participante de Maldonado (2015), con estudiantes de escuelas del municipio de Itagüí, permitió identificar un déficit en términos de educación para la paz y para la paz sostenible. En el estudio se observó en las instituciones privadas de educación básica y media:




un notable desinterés por la comprensión de los factores que definen el modelo de país en que se forjan los derechos humanos que deberían ser muy propios de su rol como niños, niñas y jóvenes, del cual no se percibe inquietud una vez se les proponen estos aspectos sobre el territorio que habitan. (p. 88)





Por lo anterior, es importante insistir en que, según algunos autores, la “educación desempeña un rol fundamental en los procesos de reconstrucción: el Estado debería promover y garantizar el derecho a la educación pública y para todos, inclusiva y sin discriminación” (Poppema, 2009, p. 383). Teniendo claros estos aspectos, lo que sigue es el análisis de las experiencias internacionales, como parte del paso dos contemplado por Bardach: la obtención de información, ya que por tratarse de seres humanos, las intervenciones experimentales limitadas a ciertos ciudadanos de una nación pueden llevar a dilemas éticos y demandas judiciales por vulnerar los principios de igualdad entre los ciudadanos.


La experiencia internacional


Aunque la complejidad de los conflictos armados en cada país, y aun dentro de un mismo territorio son muy diferentes, existen, en términos de Ostrom (2014), comportamientos egoístas o altruistas semejantes en todos los individuos de la especie humana, independientemente de su cultura (producto de la herencia genética), así como estructuras de situaciones y elementos culturales que se comparten entre diversas sociedades. Por ello, los modelos básicos del diseño de las políticas públicas tratan de comprender estos elementos semejantes, al integrar a su vez la complejidad y las particularidades de cada caso.


A continuación se describirán algunos elementos positivos y negativos encontrados en países que diseñaron e implementaron políticas públicas educativas para la paz y su sostenimiento en escenarios de conflicto o posconflicto. Los casos más cercanos a la realidad colombiana que trataremos son los de El Salvador, Guatemala y Nicaragua, y los más ajenos son los de Irlanda del Norte, Sudáfrica y Filipinas.


Claramente, este estudio tiene reservas y precauciones en la revisión de cada uno de los casos, pues si bien el origen de los conflictos comparte causas semejantes, en términos de causas objetivas, como la ausencia estatal, la pobreza, la desigualdad social, los problemas sobre la propiedad, la tenencia de la tierra y la falta de participación política, y en términos de causas subjetivas, como la ideología marxista revolucionaria de los grupos guerrilleros y la ideología conservadora de los sectores militares y gubernamentales (Comisión Histórica del Conflicto Colombiano, 2015), hay causas particulares y propias de cada caso, por ejemplo, la problemática étnica en Guatemala o Sudáfrica, el factor religioso en Irlanda del Norte o Filipinas, o la cultura de los negocios ilícitos y la ausencia estatal propia y única del caso colombiano, que no están presentes en los conflictos de otros países, o al menos no con la misma intensidad.


La selección de esta pequeña muestra de casos se debe a que la literatura sobre políticas públicas y programas educativos en contextos de conflicto y posconflicto describe, en su mayoría, programas sin vinculación a la institucionalidad estatal. De hecho, en el texto de Vargas-Barón y Bernal (2005, p. 281), siete de los diez casos y programas educativos estudiados no hacen parte de la educación formal y son llevados a cabo por diversas ONG. Lamentablemente, la mayoría de las experiencias sin vinculación estatal en esta materia se localizan sobre todo en Latinoamérica, donde aún no existe la confianza entre algunos actores de la sociedad civil y la institucionalidad estatal. Contrario a ello, las experiencias, sobre todo asiáticas, son ejemplo de articulación y compromisos mutuos entre organizaciones de la sociedad civil, varias ONG y la institucionalidad estatal.


Frente a los tres casos centroamericanos, Marques y Bannon (2003), Vargas-Barón y Bernal (2005) y Poppema (2009) describen la línea de base de la educación en los países, la mención de la educación en los diálogos y acuerdos de paz, las reformas o los programas adoptados, los problemas o dificultades en la implementación y los resultados de los procesos de intervención. Según estos autores, la línea de base de los tres países era bastante similar, pues presentaban problema en los principales indicadores relacionados con la educación antes de comenzar el conflicto, como un bajo número de población matriculada en educación primaria, secundaria y superior; graduación inoportuna; altas tasas de analfabetismo; alta rotación de docentes, entre otros (Marques y Bannon, 2003, p. 3). Estos indicadores empeoraron y la atención a las problemáticas educativas se vio afectada con el surgimiento y la agudización del conflicto (p. 7), pues el Estado redistribuyó sus recursos en el sector militar, dejó de lado áreas sociales, y hubo una disminución del PIB (producto interno bruto) invertido en el sector educativo del 2 % (p. 6).


Una vez comenzaron los diálogos de paz en cada uno de los países, la educación fue uno de los temas que hizo parte de la agenda; sin embargo, en los acuerdos finales suscritos se hallan diferencias considerables. Por ejemplo, mientras que el acuerdo de paz de El Salvador no hizo ninguna mención a compromisos en el ámbito educativo, en Guatemala se suscribieron compromisos para expandir la oferta educativa, incluir la cultura y la lengua maya en el currículo y articular con múltiples actores las reformas (Poppema, 2009, p. 386).


Según Marques y Bannon (2003) el hecho de que el acuerdo de paz en El Salvador no haya contemplado compromisos en el ámbito educativo, se debe a que había reglas y actores externos al sector educativo a los cuales consultar, lo cual le permitió al Gobierno apoyarse en las propuestas de reforma de política y de programas del tanque de pensamiento de la Fundación Salvadoreña para el Desarrollo Económico y Social (Fusades). El nivel de apoyo fue pleno y se dio una reforma en el campo educativo, como parte del proyecto nacional.


Sin embargo, y como aconsejan los teóricos del proceso de rastreo (process tracing), no tomar en cuenta la gradualidad en las reformas y la intervención puede conducir a su fracaso. Así, por ejemplo, en Nicaragua, luego de la vuelta a la democracia con la presidencia de Violeta Chamorro (1990), Marques y Bannon califican el proceso como “conducido más por los eventos que por la planificación” (2003, p. 11). En medio de la “euforia” democrática se impuso la educación como un proyecto nacional más que ideológico. En este afán los cinco principales lineamientos fueron:


•Reformas comprensivas de currículo.


•Modernización y descentralización del rol estatal, dando a los padres mayores responsabilidades en la elección de las escuelas, los currículos y la administración.


•Descentralización, incremento del papel del sector privado y de la autonomía de las escuelas.


•Autonomía para decidir la elección de un sistema educativo basado en los valores cristianos.


•Priorización sobre la educación básica y preescolar (Marques y Bannon, 2003, p. 12).


Esto se dio acompañado de acciones contrarias al libre pensamiento, como el reemplazo de textos de historia y ciencias sociales por textos de educación cívica y respeto a las tradiciones nacionales, más acordes con la idea de “proyecto nacional”. Obviamente este modelo educativo no estaba alineado con las ideas de educación para la paz, y menos aún con la idea de educación para la paz sostenible.


Finalmente, sobre el caso de Guatemala, Poppema (2009) señala que luego de incluir el tema educativo en los acuerdos, los estudios siguientes sobre el desarrollo y la ejecución del mismo hicieron poca o escasa mención de este componente (p. 386). Además, los comités diseñados para la evaluación y seguimiento de los avances en los acuerdos, es decir, la Comisión Paritaria para la Reforma Educacional (Copare) y la Comisión Consultiva por la Reforma Educativa (CCRE) tuvieron muchos obstáculos para desarrollar sus labores (Poppema, 2009, p. 388). Su tarea se vio obstaculizada debido a que el Ministerio de Educación los contempló solo como órganos consultivos y de evaluación, sin capacidad de decisión ni poderes de veto. Con ello se saboteó y negó la participación y postura de uno de los principales “clientes” de la política pública (para emplear el lenguaje de Bardach), que si bien no debe ser atendida de manera literal, sí es uno de los elementos indispensables para un buen planteamiento del problema.


Además de lo anterior, el Gobierno de Guatemala contó con un programa predefinido por el Banco Mundial denominado Programa Nacional de Autogestión para el Desarrollo Educativo (Pronade), como señala Poppema (2009, p. 390). El Pronade entró en vigencia y ejecución sin contar con la participación ni la aprobación de los actores involucrados en el conflicto. La separación entre los diversos actores se hizo cada vez mayor, y la brecha aumentó aún más cuando el Gobierno desconoció diversos informes de la Comisión Histórica que señalaban una victimización focalizada en las etnias indígenas del país, por lo cual se requería la atención focalizada para esta población.


Cabe destacar que en los tres casos (El Salvador, Nicaragua y Guatemala) las políticas continuaron con las dinámicas de modernización y de reformas del Estado liberalizadoras de finales los años ochenta y comienzo de los noventa. Así, la reforma salvadoreña fue di se ñada y coordinada principalmente por miembros de un tanque de pensamiento salvadoreño de tendencia liberal, y las reformas de Nicaragua y Honduras por programas predefinidos por organismos internacionales.


En el caso de Guatemala, el Pronade funcionó como un sistema educativo paralelo al sistema oficial de educación pública y consistió en otorgar autonomía para el manejo de las escuelas a la comunidad de padres. Dicha autonomía implicó darles diversos poderes, incluido el poder de despedir a los profesores o retenerles los salarios (Poppema, 2009, p. 392). Entonces las quejas de malfuncionamiento del programa no se hicieron esperar, entre ellas podemos señalar:


•Excesiva demanda de tiempo y participación de los padres.


•Prácticas corruptas en la contratación de los profesores.


•Recursos insuficientes.


•Problemas de infraestructura.


•Ineficiencia en la alimentación escolar, apenas se daban unos “refrigerios a los estudiantes” (Poppema, 2009).


Ante todas estas irregularidades, los padres prefirieron no denunciar ni presentar quejas por miedo a la pérdida de los escasos beneficios.


Por otro lado, de manera autónoma y con muy poco apoyo estatal4 funcionaron durante un tiempo las escuelas comunales mayas. No obstante, luego de varios años fueron cerradas por falta de financiamiento. De hecho, apenas entre los años 2000 y 2004, desde el Ministerio de Educación se generaron incentivos para la formación de profesores bilingües y multiculturales (Poppema, 2009, p. 397).


En cuanto al financiamiento o costos de la política, en dos de los tres casos, Nicaragua y Guatemala, el sostenimiento se dio principalmente a través de apoyos de la comunidad internacional: en Nicaragua, el apoyo fue de la cooperación internacional holandesa y estadounidense, además del Banco Mundial y la Unión Europea, que se encargaron del sostenimiento de los programas principales y de otros, como la adquisición y elaboración de libros multiculturales o el apoyo a la construcción de casas rurales para los profesores (Marques y Bannon, 2003, p. 13); en el caso de Guatemala, aunque contó con el apoyo permanente de la ONU (Organización de las Naciones Unidas), apoyos bilaterales y ONG, los recursos fueron bastante escasos y en algunos casos se presentó una notable desarticulación entre los financiadores. Por ejemplo, según Poppema (2009), la cooperación alemana apoyó financieramente tanto la educación multicultural mediante pequeños apoyos de la Cooperación Técnica Alemana (Deutsche Gesellschaft für Technische Zusammenarbeit, GTZ) para las escuelas multiculturales, mientras que el Banco de Desarrollo Alemán, con mayores recursos, apoyó el Pronade, el programa paralelo no oficial.


A pesar de todas las dificultades, los programas lograron generar un impacto desde la concepción de la política pública educativa ordinaria, no así en la educación para la paz o para la paz sostenible, toda vez que lograron aumentar la cobertura educativa llegando a matricular a más del 90 % de la población en la educación primaria (Marques y Bannon, 2003, p. 15). Sin embargo, problemas como la deserción escolar siguieron estando presentes durante el periodo de posconflicto. Frente a este problema, en los tres casos se asumieron estrategias diferentes, en el caso de El Salvador se acudió a la flexibilización en la educación rural, así como a la asistencia especial, incentivos y promoción. En el caso de Nicaragua se decidió la promoción automática, es decir, los estudiantes aprobaban de forma automática el nivel educativo que estuviesen cursando, mientras que en Guatemala no se hizo ninguna intervención al respecto (Marques y Bannon, 2003, p. 16).


Esta breve descripción de los aspectos relevantes de los tres primeros casos permite identificar que es clave, más allá de lo suscrito en los acuerdos de paz, articular y lograr consensos internos para el diseño de la política pública entre los principales actores involucrados en el ámbito educativo, así como contar con la voluntad política de distintos gobiernos para que se responsabilicen sobre el tema (Marques y Bannon, 2003, p. 24). Del mismo modo, y en consonancia con la educación para la paz y para la paz sostenible, se requiere un enfoque de proccess tracing que permita la gradualidad en la ejecución de los programas y en la respuesta de los clientes o ciudadanía, ya que, así como para las víctimas es difícil acostumbrarse a nuevos lugares y ambientes, también les es difícil entender los cambios y la importancia de la educación para el futuro personal, comunitario y social (Barón y Bernal, 2005, p. 280).


Por otro lado, las acciones y estrategias que deben evitarse, según Manques y Bannon (2003) y Vargas-Barón y Bernal (2005), son:


•Establecer objetivos ambiciosos, por ejemplo la idea de “hombre nuevo” del sandinismo.


•Borrar los avances de administraciones anteriores.


•Politizar el currículo y los contenidos.


•Implementar acciones sin realizar consultas previas con los actores directamente interesados. Debe adoptarse un enfoque participativo en el que la comunidad de padres se vea involucrada en la preparación de los programas, materiales, toma de decisiones y ejecución.


•Permitir que los donantes internacionales sean la principal fuente de financiamiento. Su función debería focalizarse en documentar, generar conceptos y evaluar, para aportar información valiosa en el momento de toma de decisiones y para que la sociedad intervenida realice los ajustes correctos.


•Desarrollar programas aislados. La totalidad de los programas deben estar integrados en el sistema educativo formal.


•Ignorar experiencias de otros países.


•Planear programas a corto plazo.


Concluida la revisión de los tres casos centroamericanos, continuemos con la breve descripción y análisis de los casos que guardan menos semejanzas con el caso colombiano, es decir, el de Irlanda del Norte, Sudáfrica y Filipinas. En el primero de los casos, Nolan (2009) califica a Irlanda del Norte como una sociedad opuesta al aprendizaje, con lo cual se explicaría cómo las múltiples conversaciones durante varios años prácticamente repetían lo mismo de conversaciones anteriores (p. 61). En las últimas conversaciones de paz se optó por incluir en las conversaciones de paz el término “país de aprendizaje”, para hacer énfasis en la promoción de la pedagogía, no obstante, el discurso fue asumido por una lógica económica más que por una lógica pedagógica (p. 61), además de no abandonar concepciones históricas frente al tema educativo.


Por ejemplo, a pesar de reconocer como una de las causas del conflicto la problemática religiosa, las propuestas de educación secular para unir a católicos y protestantes apenas comenzaron en 1981, con muy poco apoyo estatal. El Estado justificó esta desatención señalando que eran muy pocas las escuelas seculares integradas y su composición era mayoritariamente de clase media (Nolan, 2009, p. 65), por lo cual no había la necesidad de focalizar recursos en ellas.


Otro tema importante en el caso de Irlanda del Norte, según Nolan (2009), fue la necesidad de un cambio en la priorización de los temas de debate educativo: no podían seguir centrándose solamente en temas de currículo, sino pasar a temas más específicos, como la atención de los cambios demográficos. Señala que al haber un equilibrio demográfico entre protestantes y católicos (53 % y 43 % respectivamente) no era lógico sostener un sistema que permitiera concesiones para un grupo, en detrimento del otro (p. 66). Desde una visión de la pedagogía para la paz y de la pedagogía para la paz sostenible, un sistema secular promueve la integración de las comunidades, no solo en el conocimiento general y el conocimiento para promover la paz, sino en la integración de las comunidades a partir de escenarios compartidos, ya sean deportivos, musicales, entre otros (p. 66).


Por otra parte, frente al tema de la inclusión de la construcción de la memoria histórica en las reformas curriculares y los contenidos, se señala que el objetivo no es el de forjar una sola idea o verdad histórica, sino “permitir la legitimación de narrativas competitivas” (Nolan, 2009, p. 67). Para el autor, la memoria histórica del conflicto en Irlanda del Norte no debería ser de difícil construcción pues no se trata de un sociedad “invadida” por otro actor con diferencias étnicas (p. 70).


Finalmente, frente al financiamiento y apoyos a las políticas educativas, Nolan (2009) señala que, según estimaciones del Concilio de Irlanda del Norte para la Acción Voluntaria, de 15 016 proyectos apoyados y financiados por la Unión Europea para la paz, al menos un 27 % estuvieron relacionados directamente o contaron con componentes educativos o de educación para la paz (p. 70). Un ejemplo destacado de los programas apoyados es el Centro Comunal de Corrymeela. Un centro dedicado a la reconciliación, el cual atiende hasta seis mil personas por año. El programa promueve el autorreconocimiento y el reconocimiento de vecinos para dialogar y construir compromisos y una cultura de la paz (p. 71).


Ahora bien, sobre el caso sudafricano, Christie (2009) señala que la educación, así como la mayoría de los temas tratados, salvo el de la modernización del Estado y el de derechos civiles de primera generación, siguen en “transición” en Sudáfrica, luego de muchos años de suscritos los acuerdos de paz en 1994 (p. 76). En el tema educativo la transición tuvo que ver con dejar atrás el sistema de apartheid, que se basaba en diecinueve sistemas fragmentados, con administraciones separadas y financiado de manera inequitativa (p. 80). Entre las diferencias estaban, por ejemplo, el marco normativo y la inversión diferenciada entre niños y jóvenes blancos y negros, los primeros contaban con educación gratis y obligatoria hasta los quince años y una inversión veinte veces superior a la del resto de estudiantes5 (p. 80).


El nuevo régimen democrático comenzó a trabajar en temas organizativos, como el desmonte del sistema educativo racial y provincial, así, los departamentos provinciales solo ejecutarían los recursos recibidos del centro de la nación (Christie, 2009, p. 81). El reconocimiento de derechos, en los borradores para la reforma educativa, además de incluirse en la Constitución Política, se unió a la promoción de una educación “contra el legado de la violencia”, fomentando los valores de la educación para la paz tradicional (Christie, 2009, p. 81). No obstante, en las políticas públicas posteriores este enfoque no volvió a señalarse ni se le dio prioridad.


Para Christie (2009), buena parte de la desatención e incumplimiento de los primeros borradores para la reforma educativa se debieron a la victoria de las lógicas del mercado, en lugar de las lógicas del Estado social de derecho que se debaten desde los acuerdos de paz y la propia Constitución (p. 82). En este marco de lógicas de mercado, la Ley de Escuelas de 1996 ordenó que parte del financiamiento de las matrículas debían ser pagadas por los individuos (Christie, 2009, p. 83), además de abrir más el mercado relajando los controles para la participación de los privados en la prestación de los servicios educativos. Según la autora, como resultados de la ley las clases medias negras prefirieron pagar matrículas en escuelas mayoritariamente blancas, dejando sin financiación las escuelas mayoritariamente negras que necesitaban de estos recursos para exonerar a los pobres (p. 83), de hecho las escuelas ubicadas en lugares con mayor pobreza finalmente tuvieron que declararse libres de pago de matrícula para poder seguir teniendo estudiantes (p. 83).


Otras medidas tomadas por el Gobierno, algo más exitosas, fueron la redistribución de recursos entre las provincias, la renovación de la infraestructura y servicios en las escuelas, y la mejora y regularización de las condiciones de trabajo de los maestros (Christie, 2009, p. 84). No obstante, continúa habiendo problemas enormes en la calidad de la educación y se ha dado un paulatino aumento de la deserción estudiantil (Christie, 2009, p. 84). El informe de la Comisión de Derechos Humanos de Sudáfrica define la situación de la siguiente manera:
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